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LA CORTE DECLARÓ INCONSTITUCIONAL LA OMISIÓN LEGISLATIVA CONTENIDA EN NORMAS  
DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL QUE NO PREVÉN LA POSIBILIDAD DE APELAR LAS  
SENTENCIAS CONDENATORIAS PROFERIDAS POR PRIMERA VEZ EN SEGUNDA INSTANCIA Y  
EXHORTÓ AL CONGRESO A REGULAR INTEGRALMENTE EL TEMA 
 
 

I. EXPEDIENTE D-10.045 - SENTENCIA C-792/14 (Octubre 29) 
 M. P. Luis Guillermo Guerrero Pérez 

  
 

1. Norma acusada 
LEY 906 DE 2004 

(agosto 31) 
Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal 

 
ARTÍCULO 20. DOBLE INSTANCIA. Las sentencias y los autos que se refieran a la libertad del imputado o 
acusado, que afecten la práctica de las pruebas o que tengan efectos patrimoniales, salvo las excepciones 
previstas en este código, serán susceptibles del recurso de apelación. 
 
El superior no podrá agravar la situación del apelante único. 
 
ARTÍCULO 32. DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. La Sala de Casación Penal de la Corte  
Suprema de Justicia conoce: 
 
1. De la casación. 
2. De la acción de revisión cuando la sentencia o la preclusión ejecutoriadas hayan sido proferidas en única o 
segunda instancia por esta corporación o por los tribunales. 
3. De los recursos de apelación contra los autos y sentencias que profieran en primera instancia los tribunales 
superiores. 
4. De la definición de competencia cuando se trate de aforados constitucionales y legales, o de tribunales, o de 
juzgados de diferentes distritos. 
5. Del juzgamiento de los funcionarios a que se refieren los artículos 174 y 235 numeral 2º de la  

Constitución Política. 
6. Del juzgamiento de los funcionarios a que se refiere el artículo 235 numeral 4º de la Constitución  
Política. 
7. De la investigación y juzgamiento de los Senadores y Representantes a la Cámara. 
8. De las solicitudes de cambio de radicación de procesos penales de un distrito judicial a otro durante el 
juzgamiento. 
9. Del juzgamiento del viceprocurador, vicefiscal, magistrados de los consejos seccionales de la judicatura, del 
Tribunal Superior Militar, del Consejo Nacional Electoral, fiscales delegados ante la  
Corte Suprema de Justicia y Tribunales, Procuradores Delegados, Procuradores Judiciales II, Registrador 
Nacional del Estado Civil, Director Nacional de Fiscalía y Directores Seccionales de  
Fiscalía. 



 
PARÁGRAFO. Cuando los funcionarios a los que se refieren los numerales 6, 7 y 9 anteriores hubieren cesado 
en el ejercicio de sus cargos, el fuero solo se mantendrá para los delitos que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
ARTÍCULO 161. CLASES. Las providencias judiciales son: 
1. Sentencias, si deciden sobre el objeto del proceso, bien en única, primera o segunda instancia, o en virtud 
de la casación o de la acción de revisión. 
2. Autos, si resuelven algún incidente o aspecto sustancial. 
3. Ordenes, si se limitan a disponer cualquier otro trámite de los que la ley establece para dar curso a la 
actuación o evitar el entorpecimiento de la misma. Serán verbales, de cumplimiento inmediato y de ellas se 
dejará un registro. 
PARÁGRAFO. Las decisiones que en su competencia tome la Fiscalía General de la Nación también se llamarán 
órdenes y, salvo lo relacionado con audiencia, oralidad y recursos, deberán reunir los requisitos previstos en el 
artículo siguiente en cuanto le sean predicables. 
 
ARTÍCULO 176. RECURSOS ORDINARIOS. Son recursos ordinarios la reposición y la apelación. 
Salvo la sentencia la reposición procede para todas las decisiones y se sustenta y resuelve de manera oral e 
inmediata en la respectiva audiencia. 
La apelación procede, salvo los casos previstos en este código, contra los autos adoptados durante el 
desarrollo de las audiencias, y contra la sentencia condenatoria o absolutoria. 
 
ARTÍCULO 179. TRÁMITE DEL RECURSO DE APELACIÓN CONTRA SENTENCIAS. <Artículo modificado por el 
artículo 91 de la Ley 1395 de 2010. El nuevo texto es el siguiente:> El recurso se interpondrá en la audiencia 
de lectura de fallo, se sustentará oralmente y correrá traslado a los no recurrentes dentro de la misma o por 
escrito en los cinco (5) días siguientes, precluido este término se correrá traslado común a los no recurrentes 
por el término de cinco (5) días. 
 
Realizado el reparto en segunda instancia, el juez resolverá la apelación en el término de 15 días y citará a las 
partes e intervinientes para lectura de fallo dentro de los diez días siguientes. 
Si la competencia fuera del Tribunal Superior, el magistrado ponente cuenta con diez días para registrar 

proyecto y cinco la Sala para su estudio y decisión. El fallo será leído en audiencia en el término de diez días. 
 
ARTÍCULO 179B. PROCEDENCIA DEL RECURSO DE QUEJA. <Adicionado por el artículo 93 de la Ley 1395 de 
2010> Cuando el funcionario de primera instancia deniegue el recurso de apelación, el recurrente podrá 
interponer el de queja dentro del término de ejecutoria de la decisión que deniega el recurso. 
 
ARTÍCULO 194. INSTAURACIÓN. La acción de revisión se promoverá por medio de escrito dirigido al 
funcionario competente y deberá contener: 
1. La determinación de la actuación procesal cuya revisión se demanda con la identificación del despacho que 
produjo el fallo. 
2. El delito o delitos que motivaron la actuación procesal y la decisión. 
3. La causal que se invoca y los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya la solicitud. 
4. La relación de las evidencias que fundamentan la petición. 
Se acompañará copia o fotocopia de la decisión de única, primera y segunda instancias y constancias de su 
ejecutoria, según el caso, proferidas en la actuación cuya revisión se demanda. 

 
ARTÍCULO 481. ANEXOS A LA SOLICITUD DE REHABILITACIÓN. Con la solicitud de rehabilitación se 
presentarán: 
1. Copias de las sentencias de primera, de segunda instancia y de casación si fuere el caso. 
2. Copia de la cartilla biográfica. 
3. Dos declaraciones, por lo menos, de personas de reconocida honorabilidad, sobre la conducta observada 
después de la condena. 
4. Certificado de la entidad bajo cuya vigilancia hubiere estado el peticionario en el período de  
prueba de la libertad condicional o vigilada, si fuere el caso. 
5. Comprobación del pago de los perjuicios civiles cuando fuere posible. 
6. Certificado del Departamento Administrativo de Seguridad y de la Procuraduría General de la  
Nación. 



 
2. Decisión 
 
PRIMERO: Declarar la INCONSTITUCIONALIDAD con efectos diferidos y en 
los términos señalados en el numeral segundo de la parte resolutiva de esta 
providencia, de las expresiones demandadas contenidas en los artículos 20, 32, 
161, 176, 179, 179B, 194 y 481 de la ley 906 de 2004, en cuanto omiten la 
posibilidad de impugnar todas las sentencias condenatorias, y EXEQUIBLE el 
contenido positivo de esas disposiciones. 
 
SEGUNDO: EXHORTAR al Congreso de la República para que, en el término de 
un año contado a partir de la notificación por edicto de esta sentencia, regule 
integralmente el derecho a impugnar todas las sentencias condenatorias. De no 
hacerlo, a partir del vencimiento de este término, se entenderá que procede la 
impugnación de todas las sentencias condenatorias ante el superior de quien 
impuso la condena. 
 
3. Fundamentos de esta decisión 
 
Le correspondió a la Corte estudiar la demanda conforme a la cual, las 
disposiciones cuestionadas debían ser declaradas inexequibles, en tanto omiten la 
previsión del recurso de apelación contra los fallos que en segunda instancia, 
condenan por primera vez a una persona en un juicio penal, en contravía del 
derecho a la igualdad, previsto en el artículo 13 de la Carta Política, y del derecho 
a impugnar toda sentencia condenatoria, contemplado en el artículo 29 superior y 
los artículos 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.5 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.  
 
La Corte constató, por un lado, que se había configurado una inconstitucionalidad 
por omisión, incompatible con el derecho de toda persona a impugnar la sentencia 
condenatoria que le haya sido impuesta en un proceso penal, y, por otro, que 
corresponde al legislador diseñar los mecanismos para materializar y concretar 
este derecho fundamental en el escenario del proceso penal.  
 
Con respecto a la primera de estas cuestiones, la Corte estimó que los preceptos 
impugnados omitieron la inclusión de un ingrediente normativo que resulta 
indispensable desde la perspectiva constitucional, cual es la previsión de 
mecanismos de impugnación en todos aquellos eventos en los que, en el marco de 
un proceso penal, se impone en la segunda instancia una condena por primera 
vez.  
 
Este imperativo constitucional se deriva directamente del derecho de toda persona 
a impugnar las sentencias condenatorias proferidas en su contra, previsto, tanto 
en el artículo 29 de la Carta Política, como en el artículo 8.2. de la Convención 



 
Americana sobre Derechos Humanos y en el artículo 14.5 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, y que constituye uno de los elementos estructurales 
del derecho al debido proceso en el contexto de los juicios penales. A la luz de este 
derecho, toda persona que ha sido condenada por primera vez debe tener acceso 
a algún mecanismo de impugnación del fallo, para que una instancia judicial 
distinta pueda revisarlo a partir de un examen integral del caso.  
 
Para la Corte, este derecho a impugnar la sentencia condenatoria no es 
equivalente a la garantía de la doble instancia, puesto que si bien en ciertos 
supuestos puede haber coincidencia entre ambas figuras, como cuando en un 
proceso de doble instancia, la decisión de condena se produce en la primera de 
ellas, en otros escenarios, la previsión constitucional sobre la doble instancia no 
resulta suficiente, bien porque se trata de un proceso penal de única instancia, 
circunstancia permitida por la Constitución, que admite excepciones a la garantía 
de la doble instancia, o bien porque siendo el proceso de doble instancia, la 
condena se produce en la segunda de ellas, hipótesis éstas en las que, al no 
contemplarse el derecho a controvertir el fallo condenatorio, se desconoce uno de 
los elementos constitutivos del debido proceso.  
 
Estimó la Corte que la previsión de recursos extraordinarios, como ocurre con los 
recursos extraordinarios de casación o de revisión, o de la acción de tutela en 
contra de providencias judiciales, no satisface las exigencias del referido derecho, 
habida cuenta de que la procedencia de estos medios de impugnación tiene claros 
límites materiales establecidos en la propia legislación, por lo que no es posible 
hacer uso de los mismos para controvertir toda sentencia condenatoria en los 
eventos planteados, y porque, además, las facultades de los operadores jurídicos 
en esos eventos se orientan, no a revisar integralmente el caso, sino a evaluar la 
decisión judicial a la luz de cierto repertorio cerrado de falencias o déficits del 
mismo, o de la aparición de nuevos elementos que no fueron tenidos en cuenta en 
la decisión judicial objeto de revisión.  
 
Así las cosas, para la Corte es posible predicar de las normas acusadas una 
inconstitucionalidad por omisión, en los términos señalados anteriormente. En este 
entendido, la Corte declaró la inconstitucionalidad de las prescripciones 
demandadas, en cuanto omiten la posibilidad de impugnar todas las sentencias 
condenatorias, y exequible, en cuanto a su contenido positivo.  
 
Precisó la Corte que las consecuencias jurídicas atribuibles a esta declaratoria 
están en función de dos circunstancias constitucionalmente relevantes. Por un 
lado, existe el imperativo constitucional de garantizar el derecho al debido proceso 
de las personas que son condenadas por primera vez en el marco de un proceso 
penal. Por otro lado, sin embargo, como la materialización, y la concreción de este 
derecho se puede efectuar a través de muchos mecanismos, y como ello, a su vez, 



 
implica un ajuste integral del proceso penal, corresponde al legislador desarrollar 
normativamente la previsión constitucional, y adoptar las medidas requeridas para 
su implementación efectiva.  
 
Para articular estas dos imperativos, la Corte concluyó que se le debe atribuir tres 
efectos jurídicos a la omisión declarada, así: (i) la declaratoria de 
inconstitucionalidad deberá tener efectos diferidos y no inmediatos; (ii) se 
exhortará al Congreso para que en el término razonable de un año, contado a 
partir de la ejecutoria de la sentencia, regule integralmente el derecho a impugnar 
todas las sentencias condenatorias, efectúe los ajustes normativos a que haya 
lugar, y adopte las medidas para su implementación efectiva; (iii) para asegurar la 
eficacia del derecho, se dispondrá que en caso de que el legislador no atienda el 
deber anterior, se entenderá que procede la impugnación de todas las sentencias 
condenatorias ante el superior de quien impuso la condena.  
 
4. Salvamentos y aclaraciones de voto  
 
Los magistrados María Victoria Calle Correa, Gabriel Eduardo Mendoza Martelo,  
Martha Sáchica Méndez y Luis Ernesto Vargas Silva salvaron el voto frente a la 
decisión mayoritaria de inconstitucionalidad por omisión legislativa de los preceptos 
demandados de la Ley 906 de 2004, por las siguientes razones: 
 
Del contenido de los artículos 29 de la Constitución, 8.2.h de la Convención 
Americana y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, no se 
deriva la obligación de brindar un recurso en específico, como puede ser el de 
apelación, sino la posibilidad de impugnar el fallo, utilizando ese término en forma 
genérica. 
 
Tampoco resulta acertado derivar el deber de conceder un recurso de apelación a 
quien ha sido condenado por primera vez en segunda instancia, del texto del 
artículo 31 de la Constitución que establece el principio de doble instancia. Si bien 
es cierto que la jurisprudencia de esta Corporación ha sido clara al establecer que 
no se puede exceptuar el acceso a la apelación en materia penal, esto se satisface 
garantizando que la sentencia de primera instancia, sea condenatoria o 
absolutoria, pueda ser apelada por cualquiera de los sujetos procesales 
legitimados. 
 
Por lo anterior, consideran que del texto de la Constitución, complementada con el 
de los instrumentos de derechos humanos que conforman el bloque de 
constitucionalidad, no se desprende un deber de garantizar el recurso de apelación 
frente a todas las sentencias condenatorias, no importa el momento procesal en 
que se dicten, toda vez que resulta erróneo entender que al referirse los textos 
constitucionales e internacionales a los términos genéricos recurrir, revisar o 



 
impugnar, están haciendo necesaria e ineludible alusión a la apelación. Así lo ha 
entendido la Corte Constitucional de manera reiterada, entre otras decisiones en 
las sentencias C-142 de 1993, C-998 de 2004 y C-934 de 2006. 
 
Así, entienden los Magistrados disidentes, a la luz del análisis del caso sub 
examine, que la Carta Política de Colombia como la Convención Americana y el 
PIDCP establecen que cada Estado, a través de las funciones que ejerce en el caso 
colombiano el órgano legislativo, podrá establecer los recursos que considere más 
adecuados a su contexto, política criminal y sistema procesal penal, siempre y 
cuando con ellos se garanticen el debido proceso legal, así como la existencia de 
una justicia acertada, recta y justa.  
 
Los Magistrados Calle, Mendoza, Sáchica y Vargas advirtieron que en el sistema 
penal colombiano, el recurso de casación resulta idóneo para garantizar el derecho 
a la contradicción y defensa de una persona condenada en segunda instancia, 
alcanzando a través de él la protección de sus derechos, sin necesidad de instituir 
una tercera instancia judicial o un sistema de múltiples apelaciones. Lo anterior, 
sin perjuicio de la libertad de configuración del legislador que le permite, si lo 
considera pertinente, modificar el sistema recursivo penal. Igualmente, 
complementario al de casación, el condenado cuenta con otros que conforman un 
sistema integral de protección de los derechos del procesado, como lo son la 
acción de revisión en materia penal y la acción de tutela. 
 
Consideran que declarar la inconstitucionalidad diferida de las normas demandadas 
para que se entienda, por vía interpretativa que, las mismas reconocen el derecho 
a que TODAS las sentencias condenatorias puedan ser impugnadas, transgrede la 
libertad de configuración del legislador, extiende los efectos buscados por la 
demanda pues no se limita a los condenados por primera vez en segunda 
instancias, ya que adicionalmente, extiende los efectos del fallo a los condenados 
en única instancia, y desconfigura el principio de doble instancia transformándolo 
en una triple instancia.  
 
Así mismo, la decisión de la mayoría, en forma desproporcionada, desequilibra el 
trato procesal dispensado a los sujetos que concurren a la actuación respectiva, 
pues, no brinda la misma posibilidad impugnativa reconocida al condenado a la 
parte acusadora ni a las víctimas, como si los derechos e intereses que a estos le 
asisten fueran de menor valía, con lo cual, además, se desconoce la efectividad de 
los fallos de segunda instancia y se generan dilaciones injustificadas al incluir 
nuevas instancias contra las decisiones que hasta el momento serían consideradas 
de cierre, atentando con ello contra el valor de la seguridad jurídica en materia 
penal. 
 



 
Por las razones expuestas anteriormente, consideran que modificaciones como las 
resultantes de la Sentencia en mención, deben ser tomadas en democracia por el 
órgano encargado del ejercicio de la función legislativa, función que en este caso 
en concreto ha sido suplantada por la decisión del Tribunal Constitucional 
colombiano. 

 
LUIS ERNESTO VARGAS SILVA 

Presidente  
 


